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nueva normativa, si un alcalde distri-
tal inicia la elaboración del plan de 
gestión del riesgo de desastres para 
su jurisdicción, deberá solicitar asis-
tencia técnica tanto al Indeci como 
al Cenepred. Igualmente, tendrá que 
coordinar las acciones con la comuna 
provincial correspondiente y con el 
gobierno regional. Martha Giraldo, 
directora nacional de Educación y Ca-
pacitación del Indeci, explicó que esta 
situación “representa una complica-
ción del sistema”. “Antes, la autoridad 
local gestionaba la prevención y la 
respuesta con Defensa Civil. Ahora, 
debe acudir también al Cenepred, 
que ni siquiera cuenta con oficinas 
en todo el territorio nacional. Por ello, 
un alcalde rural debe venir hasta Lima 
para asesorarse y capacitarse, algo 
que casi no sucede”, refirió.

El Indeci tiene actualmente 24 
direcciones desconcentradas en el 
Perú, una por cada región. Por otro 
lado, el Cenepred tiene su local 
central en Lima y tres oficinas de 
enlace (situadas en Tacna, Cusco 
y Piura).

Ena Coral, directora de Fortale-
cimiento y Asistencia Técnica del 
Cenepred, en tanto, confirmó que 
la implementación del Sinagerd “ha 
sido muy lenta” en estos seis años, 
aunque sí considera que es un siste-
ma adecuado para las necesidades 
del país. “Las normas dadas son 
correctas y nuestra entidad, tiene un 
rol vital en la previsión. La dificultad 
en la coordinación también responde 
a que no tenemos una cultura pre-
ventiva, sino que actuamos cuando 
ya sucedió el desastre”, agregó.

Coral precisó que, si bien el Cene-
pred no tiene tantas oficinas descentra-
lizadas debido a la falta de presupues-
to, la institución realiza capacitaciones 
constantes a las autoridades locales y 
regionales en cada jurisdicción. Asi-
mismo, señaló que se ha puesto a dis-
posición estos funcionarios un sistema 
de información y monitoreo en línea 
(Sigrid), el cual es de libre acceso.

El último eslabón del Sinagerd 
es el brazo ejecutor: las autorida-
des distritales y provinciales. Cada 
comuna dispone anualmente de 

una partida presupuestal (068) 
para reducir la vulnerabilidad ante 
los desastres y para la atención de 
las emergencias. Durante el 2017, 
el Ejecutivo ha asignado S/1,116 
millones en este rubro.

Dichos funcionarios públicos 
solo han ejecutado –en lo que va 
del año y en conjunto– un prome-
dio del 10,8% de dicho fondo. En 
los gobiernos locales, la cifra es 
de 14.3%, mientras que en el caso 
de los gobiernos regionales llega 
al 6.91%. En el 2016, el porcen-
taje conjunto de ejecución fue de 
74,7%.

El iana Revol lar, directora de 
Coordinación Territorial de la De-
fensoría del Pueblo, indicó que la 
compleja coordinación que tienen 
los alcaldes debido al Sinagerd 
desincentiva la priorización de la 
gestión del riesgo de desastres, lo 
que se traduce en una ineficiente 
ejecución presupuestal, y en la 
asignación de los montos destina-
dos a este rubro en otros proyectos 
menos trascendentales.


